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			Prólogo

			El mundo judicial es un mundo ritual.

			El proceso es un medio para la realización de la función jurisdiccional, y los procedimientos judiciales están regulados de forma que tras de una actuación se sigue necesariamente la siguiente de acuerdo con un orden preestablecido.

			Todos los que, de una manera u otra, participamos en un procedimiento judicial tenemos nuestro momento para intervenir y estamos sujetos a unas normas que establecen de qué manera podemos o no hacerlo. Del mismo modo, tenemos establecido cual es el lugar físico que debemos ocupar, el tratamiento que tenemos derecho a recibir y los complementos con los que nos podemos vestir -toga, puñetas, escudo, medalla, bastón…-.

			En este sentido, los rituales y las normas que los regulan, son elementos que nos hacen predecibles y también son un mecanismo simbólico de la vida social, que contribuye a la regeneración permanente o periódica de esa vida social-judicial, mediante su repetición.

			Fuera del ámbito estrictamente jurisdiccional en todos los actos solemnes a los que asistimos, el protocolo implica una visualización externa de la autoridad que cada uno ostenta y del reconocimiento que quien organiza o preside el acto otorga a los asistentes.

			Un buen ejemplo de lo anterior, es la evolución que, en el devenir de los años, ha tenido el tratamiento dado a los letrados de la Administración de Justicia, tanto en el desarrollo de los actos procesales como en los gubernativos o solemnes.

			En la LOPJ de 1870 —provisional durante 115 años— se establecía que los secretarios judiciales, que formábamos parte de los cuerpos auxiliares, en las vistas, teníamos que utilizar traje negro y “los que fueran abogados -por tanto, algunos podían no serlo-, el traje de su clase”. En consecuencia con lo anterior, la ubicación en sala de vistas era fuera de los estrados.

			Tras la aprobación de la LOPJ de 1985 se aprobó el ROCSJ el año 1988, aún continuábamos siendo personal al servicio de la Administración de Justicia, se nos reconocía el carácter de director de la oficina judicial, eso sí, bajo la superior dirección del juez o presidente y se nos reconocía el carácter de autoridad.

			Desde entonces podemos utilizar toga, sentarnos en estrados y ostentar el tratamiento de señoría.

			Con la reforma de la LOPJ del año 2003 los letrados de la Administración de Justicia son los directores de las Oficinas Judiciales y el cuerpo se jerarquiza, dando una nueva dimensión al antiguo Secretario de la Sala de Gobierno y creando la figura de los Secretarios Coordinadores Provinciales.

			Esta nueva configuración del cuerpo ha tenido su reflejo, siquiera parcial, en los actos solemnes y protocolarios que se celebran en el ámbito judicial.

			El artículo 15 del Reglamento 2/2005, de 23 de noviembre, de Honores, Tratamientos y Protocolo en los Actos Judiciales Solemnes, establece que, en los actos de gobierno interno del Poder Judicial, el Secretario de Gobierno, como miembro nato de la Sala de Gobierno, tendrá prioridad sobre los miembros electivos de dicha Sala.

			Habitualmente, en los actos organizados por la Administración con competencias en materia de Justicia y por las corporaciones profesionales, en ausencia de regulación interna, se aplican los preceptos contenidos en este Reglamento. En este sentido, el Secretario de Gobierno tiene reservado un espacio preferente, como manifestación pública de su doble condición de máximo representante del Cuerpo de letrados de la Administración de Justicia en la Comunidad Autónoma y de miembro nato de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia.

			Sin embargo, quedan huérfanos de regulación los Secretarios Coordinadores Provinciales.

			En la provincia y en ausencia del Secretario de Gobierno, el Secretario o Secretaria Coordinador Provincial ostenta la representación de los letrados y letradas de la Administración de Justicia, sin embargo, el Reglamento 2/2005 omite cualquier referencia a ese cargo y la preferencia de trato en los actos solemnes queda en manos de la sensibilidad de la autoridad que organiza el acto.

			Hoy en día, creo que nadie discute el importante papel que las Secretarías de Coordinación Provincial tienen en la organización y funcionamiento de las oficinas judiciales de una provincia, y la relevancia de las competencias y responsabilidades que la Ley Orgánica del Poder Judicial atribuye a dichos profesionales.

			Su proyección pública y su reconocimiento debería estar a la altura del que se dispensa a figuras que serían sus equivalentes en otros cuerpos.

			Por ello, y por difícil que ello sea, se hace necesaria una revisión de la actual regulación para dar carta de naturaleza a aquello que la realidad ya está reclamando.

			No olvidemos que, como sostienen los autores de esta obra, el protocolo tiene una gran importancia comunicacional ya que no se limita solo a ordenar una mera relación social, sino que además define su proyección externa y condiciona su proyección pública.

			La estructura y organización de los actos judiciales solemnes nos permite visualizar la jerarquía y las precedencias entre los asistentes y, en definitiva, es una expresión de la importancia que se otorga al rol que cada uno de nosotros tenemos en el ámbito de nuestra organización.

			Joaquim Martínez Sánchez
Secretario de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña

		


		
			Parte A

			Ideas básicas sobre Derecho Protocolario

			“Quien no sabe lo que busca, 

			no entiende lo que encuentra” 

			(Claude Bernard)

			No se puede abordar el estudio de la presente materia, si previamente no se comprende de forma clara y sencilla toda una serie de principios o ideas básicas que resuman y faciliten la introducción en el universo protocolario. Son tantos los matices, las interrelaciones, la amplitud de situaciones, la necesidad de conocer multitud de conocimientos previos, que es muy difícil abarcar la disciplina. Por algún autor, se ha señalado que no hay protocolo perfecto, que en el ámbito protocolario la perfección no existe. Basta con tener como anfitrión, que organizar algún evento, para darse cuenta de la verosimilitud de esta afirmación. También, se ha dicho que “los buenos modales son el código de circulación de nuestra sociedad” … que “la vida es un protocolo incierto” … Por ello, la necesidad de conocer y dominar esta materia se convierte en un elemento esencial y necesario que debe ser utilizado para reafirmar la fortaleza de toda organización, estructura, institución, colectivo o grupo de poder que se precie de serlo. En tal sentido, se formulan sobre el protocolo las siguientes ideas:

			A) A nivel general 

			1.COMPLEJIDAD. El protocolo es un tema rico en matices y complicado en soluciones. Es una disciplina transversal (entre otras materias) al derecho, a la historia, a la comunicación y a las relaciones públicas.

			2.NOVEDAD. Es una enseñanza que se encuentra en las primeras etapas de su vertebración científica. No hay consensos. Al principio, quedaba limitada a las ceremonias oficiales del Estado y de las autoridades e instituciones del Estado en ceremonias oficiales y no oficiales.

			3.NUEVAS TÉCNOLOGÍAS. Pero el protocolo hoy día, no se limita a cuestiones de presidencia, precedencia y tratamientos, sino que pone el acento en el mensaje, que, mediante la organización de un acto, las instituciones y organizaciones quieren transmitir utilizando toda una serie de técnicas, herramientas y estrategias que se emplean de manera consciente y calculada para que dicho mensaje llegue a la ciudadanía y sociedad en general.

			4.TRANSVERSALIDAD Y TRANSDISCIPLINARIEDAD. La transversalidad del protocolo implica una necesaria relación con todo tipo de conocimientos científicos y experiencias sociales y grupales. La transdisciplinariedad es la mejor perspectiva para el conocimiento de ciertos aspectos de la sociedad.

			5.DIVERSIDAD. Hay fundamentalmente tres escuelas (comunicológica, relacionista y jurídica) que hace del protocolo una herramienta comunicativa y ordenadora, pero que no ha sido desarrollada en su vertiente jurídica. De ahí la necesidad de la presente obra.

			B) A nivel conceptual

			6.CONCEPTO. El protocolo oficial es un conjunto de disposiciones normativas o usos jurídicos que regulan la utilización de los símbolos del Estado o de sus instituciones, la clasificación de actos oficiales, presidencias, precedencias de las autoridades en dichos actos oficiales, honores y tratamientos. Es por decirlo de alguna manera, el “derecho ceremonial” del Estado.

			7.DIFÍCIL ENCAJE. Hay que ser consciente de la existencia de costumbres, tradiciones y rituales que tienen una difícil clasificación dentro del mundo del protocolo y la etiqueta.

			8.DOS ACEPCIONES. Fundamentalmente existen dos acepciones. En sentido estricto, regula las ceremonias oficiales del Estado o su participación en ceremonias no oficiales, es por ello, fundamentalmente derecho. En sentido amplio (el que se emplea en la actualidad), es el conjunto de normas, usos sociales y costumbres que determinan el orden de celebración de un acto público o privado posiblemente regulados en una guía procedimental de actuación ante una situación concreta, limitada espacial y temporalmente, en la que una organización crea una comunicación no verbal con su público. En este sentido, la Real Academia de la Lengua Española ha cambiado la acepción de la palabra, y establece que protocolo es el conjunto de reglas establecidas por norma o por costumbre para ceremonias y actos oficiales o solemnes. Así, el protocolo no es más que una imagen, una proyección del poder.

			C) A nivel ontológico

			9.AUTORIDAD. Protocolo, implica autoridad y reconocimiento. Es una disciplina que reconoce la autoridad y la importancia a las personas que detentan un determinado puesto para el que han sido elegidas o designadas, en mundo donde los “egos” son el mayor obstáculo funcional.

			10.PROYECCIÓN DE IMAGEN GRUPAL. El protocolo ayuda a perfilar la imagen de Estado, institución, organización o grupo, para que, con cada forma de proceder, con cada actuación que se realiza, se proyecte su verdadera figura, y se transmita un mensaje coherente, armónico y confiable.

			11.FIABILIDAD. La forma en que las instituciones políticas, gubernativas y administrativas se presentan ante la sociedad es esencial para el buen funcionamiento de la misma. Esa imagen hace que el ciudadano verifique la funcionalidad del sistema y aumente su confianza. El derecho ceremonial de las instituciones aporta así, un eslabón vital para el engranaje de la marca de una organización-país. La “potencialidad” protocolaria es una demostración, es la mejor muestra del buen funcionamiento de una organización y un escaparate de su fortaleza, empuje y vigor. Y además, necesita estar respaldada por un equipo cohesionado.

			12.ESENCIALIDAD. En tiempos de crisis, se debe velar por la coherencia, siendo el protocolo, un elemento esencial que proyecta valores e ideales. El protocolo en sentido estricto, es un elemento igualitario que solo se emplea en actos oficiales, porque no debe implicar jerarquía ni honor para quienes desempeñan los cargos. El protocolo está diferenciado de la ceremonia y de la etiqueta, como elemento democratizador que transmite una imagen de poder de las instituciones, que se hace visible a través de la ceremonia.

			D) A nivel terminológico 

			13.TÉRMINO POLISÉMICO. El término “protocolo” es polisémico. Hay mucha confusión entre el protocolo, las buenas maneras y la cortesía, la etiqueta y los usos sociales.

			14.EVOLUCIÓN DEL TÉRMINO. A lo largo del tiempo la concepción de protocolo ha evolucionado, naciendo como imagen de poder (diferenciándose de la ceremonia) de la mano de Napoleón I para dar legitimidad a un nuevo poder político ante los gobernados.

			15.NO EXISTE EN LA HISTORIA PASADA. Como término, la palabra protocolo con la acepción principal que se le da hoy día, no existe en la historia pasada de España, pues es una creación reciente. Antes se hablaba de ceremonias (hoy el ceremonial debe ser entendido como el conjunto de formalidades de cualquier acto público o privado considerado como guía procedimental o de actuación). A finales del siglo XIX, la palabra protocolo no existe con la acepción actual (Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia de Joaquín Escriche), pero en dicha obra, tampoco aparece el término “ceremonia” ni la palabra “etiqueta” (conjunto de normas de conducta exigibles a cortesanos y con posterioridad a ciudadanos). Y es a finales del siglo XIX y principios del XX cuando comienza a usarse con el significado actual.

			16.ORGANIZACIÓN. EMPRESA. La estandarización de la palabra protocolo comienza a coincidir con la incorporación de la empresa a la mimetización de las actividades de las instituciones públicas, del Estado. La sociedad industrial y la sociedad de la información cambian necesariamente las estructuras sociales.

			E) A nivel ad futurum 

			17.COMPLICADA COMPLEJIDAD. La complejidad de la estructuración de los problemas dificulta la formulación de preguntas científicas adecuadas para la determinación de las normas reguladoras del protocolo, de ahí que sea esencial el análisis empírico para la formulación de soluciones futuras que sean mayoritariamente aceptadas y que permitan mejorar y transformar la realidad promoviendo lo que se percibe como bien común. Así, se tendrá en cuenta: una educación basada en la capacidad crítica, una ética válida para todo tiempo y toda situación, un conocimiento globalizado en una sociedad multicultural, la mejora de la comprensión en las sociedades democráticas, la detección de errores y falsas ilusiones, la comprensión del género humano y el discernimiento de la información (Edgar Morin).

			18.CONCEPCIÓN INTEGRAL. Todo ello, permitirá generar una concepción integral del protocolo adecuado a la sociedad y a los tiempos, libre de injerencias políticas, económicas, mediáticas y de mercadotecnia que puedan desvirtuar su esencia.

			19.PERSPECTIVA JURÍDICA. La perspectiva jurídica se centrará en el estudio del protocolo analizando las leyes, normas, reglas promulgadas, así como las costumbres o usanzas consolidadas por usos sociales reconocidos por la sociedad.

			20.SERVICIO PÚBLICO. Considerar dentro del ámbito protocolario a la Administración de Justicia como servicio público determina una nueva visión de sus contenidos. De esta manera, se ha de contemplar la atención e información al usuario y al ciudadano como “respeto debido” en la prestación del servicio, creando Oficinas de Atención al Ciudadano (OAC) y materializando el “cumplimiento efectivo” del deber de atención en las dependencias judiciales como garantía de respeto. Respetar a los demás es la principal forma de cortesía, y la atención (en todas sus facetas) es signo de dignidad, no de sumisión.

			21.ACTUALIZACIÓN. Buscar fórmulas y soluciones protocolarias claras, ingeniosas y adecuadas a la realidad de los tiempos será uno de los mayores retos a que se enfrente el futuro derecho protocolario.

			F) A nivel comprensivo-ilustrativo

			El protocolo es como el aire de los 

			neumáticos, no cuesta nada 

			y hace más confortable el viaje.

			22.PROTOCOLO. El protocolo ha existido desde los tiempos más remotos. En términos generales, es una regla que guía de qué manera debe realizarse una actividad (especialmente en el mundo gubernamental y diplomático). A su vez, el protocolo social es el conjunto de normas, reglas y conductas sociales de urbanidad y cortesía que una persona debe conocer, respetar y cumplir no solo en un medio oficial establecido, sino también en un medio social (comidas y cenas), laboral (cómo redactar un documento o instancia), académico (como otorgar un título o grado), político (recibir a un embajador), cultural (otorgar un premio...), deportivo (otorgar una medalla), policial (habeas corpus) y militar (condecoraciones, saludos, ceremonias de jura de bandera, desfiles...) concreto. Ha de ser ético. Se ha dicho, que el protocolo es necesario también ejercerlo cuando se aborda a una autoridad. A alguien de superior jerarquía o desconocido se le trata de usted, no se le tutea. Y desde edad inmemorial existen diversas formas de llamar a distintos rangos eclesiásticos o militares. Al sacerdote se le llama reverendo o padre; al obispo monseñor; al cardenal, eminencia; al papa, su santidad o santo padre. En el ejército, precede el “mi” a cada rango del escalafón, así como a los diputados y jueces señorías. En España, antiguamente también se distinguían los tratamientos de distintas autoridades del estado con los nombres de don/doña, ilustrísimo/a o excelentísimo/a señor, y acompañaban gestos como el besamanos (a un eclesiástico o dama), o la reverencia: quitarse el sombrero o poner el pie izquierdo delante del derecho y descubrirse dando un rápido giro al sombrero en el aire al presentarse a una señorita, con una inclinación de unos veinte grados (hasta el siglo xviii), lo que se abrevió después a quitarse simplemente el sombrero en el siglo xix, etc.; las mujeres, sin embargo, saludaban con una pequeña genuflexión y no podían hablar a un hombre sin permiso ni si estaban solteras, y ni siquiera ir con una persona de sexo masculino sin carabina. En el ámbito de las conductas y modales hay comportamientos muy distintos según qué cultura se trate; el beso es un buen ejemplo de esa diversidad: en la cultura española se dan dos besos al presentarse dos desconocidos, en la anglosajona se considera ofensivo y en la japonesa, china o musulmana es incluso peligroso, por no hablar de sus diferentes formas y clases a lo largo de la historia; en algunas culturas, por ejemplo, es signo de buena educación eructar o regoldar, pero en las occidentales se considera chabacano. En todo caso, en el ámbito occidental, hay también una escala muy extensa de comportamientos obligatorios, muy recomendables o abiertamente rechazables o repugnantes para el decoro.

			23.ETIQUETA. Es el conjunto de normas de conducta que establece las expectativas sobre el comportamiento social, respetando las normas convencionales dentro de una sociedad, clase social o grupo. La palabra etiqueta proviene de étiquette, en francés “rótulo”, también puede darse a entender como “protocolo”. La acepción relacionada con las normas sociales surgió en el año 1750 en Francia, donde las clases sociales tenían una abismal diferencia entre sí. Al principio, el aprendizaje de estos códigos tenía lugar dentro de los círculos familiares. Después pasan a existir centros donde se enseña a acatar estas normas. Las reglas de etiqueta abarcan la mayoría de los aspectos de la interacción social en cualquier sociedad, aunque el término en sí no es de uso común. Una regla de etiqueta puede reflejar un código ético subyacente o puede reflejar los modales de una persona o estado. Las reglas de etiqueta por lo general no son escritas, pero los aspectos de la etiqueta se han codificado de vez en cuando. La etiqueta puede variar ampliamente entre las diferentes culturas y naciones; lo que es perfectamente visto en una sociedad puede sorprender a otra. La etiqueta no es estática, va evolucionando dentro de cada cultura (ejemplo: la búsqueda de piojos era una ocupación de aseo civilizada en la Alta Edad Media, una experiencia de unión que reforzó el rango comparativo de dos personas: uno preparaba al otro; esta actividad se había convertido en una ocupación campesina de durante el siglo XVII y hoy día sería una actividad mirada con desdén). La etiqueta, es un tema del que se han ocupado escritores y pensadores de todas las sociedades complejas durante miles de años, a partir de un código de conducta por Ptahhotep (Las máximas de Ptahhotep, proverbios que promueven virtudes civiles como la honestidad, el autocontrol y el respeto al prójimo), el visir de un Imperio Antiguo de Egipto durante el reinado de la dinastía V del Rey Djedkare Isesi (2414-2375 a.C.). Todas las civilizaciones letradas conocidas, incluyendo la antigua Grecia y Roma, desarrollaron reglas para la conducta social adecuada. Confucio incluye reglas para comer y hablar junto con sus dichos más filosóficos. Concepciones modernas sobre qué comportamiento identifica un caballero fueron codificadas en el siglo XVI, en un libro de Baldassare Castiglione (“El Cortesano”). Luis XIV estableció una ceremonia de corte elaborada y rígida, lo que se distinguió de la alta burguesía (en este contexto impresiona a nobles y a dignatarios extranjeros con entretenimiento, ceremonia y un sistema altamente codificado de la etiqueta, estableciendo su supremacía). Aún más recientemente, el auge de internet ha hecho necesaria la adaptación de las normas de conducta existente para crear la “netiqueta”, que regula la redacción de correos electrónicos, las reglas para participar en un foro en línea, y determina que si un usuario tiene conocimiento de algún comportamiento inadecuado tiene el deber de denunciarlo ante las autoridades competentes.

			24.MODALES. Es un término generalmente precedido de las palabras buenos o malos para indicar si un comportamiento es socialmente aceptable o no, respectivamente. Cada cultura se adhiere a un conjunto diferente de costumbres, aunque muchas de las costumbres son comunes entre distintas culturas. Los modales son un subconjunto de las normas sociales que se hacen cumplir de manera informal a través de la auto regulación y la vigilancia social. Permiten la “ultra sociabilidad” humana al imponer el auto control y el compromiso en acciones ordinarias y cotidianas.

		


		
			Parte B

			Protocolo en la Administración de Justicia

			1. Protocolo de la Administración de Justicia como una clase del protocolo oficial de Estado

			“Soy dueño de mis palabras, 

			pero no de tus interpretaciones” 

			(Fran Mora)

			Son numerosas las definiciones que se han elaborado sobre el concepto de “protocolo”, tantas como autores han estudiado el tema. Como punto de partida se hablará de “protocolo oficial” siempre que “nos encontremos con un acto público que afecte a los órganos e instituciones de la Administración del Estado, rigiéndose por normas jurídicas establecidas por cada Estado” (SÁNCHEZ GONZÁLEZ, 2017:23). Así, el protocolo de la Administración de Justicia sería una clase específica dentro del concepto genérico de protocolo oficial del Estado, por lo que una definición paralela a la del protocolo oficial indicada, tendría que contener las notas que se predican del protocolo oficial, que sería la clase, y aplicarlas al protocolo de la Administración de Justicia, como especie del protocolo oficial del Estado. Y las notas esenciales son:

			–La producción de un acto público judicial, solemne o gubernativo.

			–Que afecte a los órganos e instituciones de la Administración de Justicia.

			–Que esté regulado por las normas jurídicas del Estado (tanto generales como las que rigen la propia Administración de Justicia).

			De este modo, el “protocolo de la Administración de Justicia”, en base a los parámetros expuestos, se podría definir como “aquel que regula los actos públicos, solemnes o gubernativos, relativos a los órganos e instituciones de la Administración de Justicia y que está regido por normas jurídicas”.

			Los órganos de la Administración de Justicia son los establecidos en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, siendo la principal norma que regula el protocolo de la Administración de Justicia el Reglamento 2/2005, sin olvidar la Constitución de 1978 como norma superior del ordenamiento jurídico.

			En este sentido, por Acuerdo de 23 de noviembre de 2005, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, se aprobó el Reglamento 2/2005, de honores, tratamientos y protocolo en los actos judiciales solemnes (BOE núm. 302, de 19/12/2005).

			2. Protocolo y Derecho

			“El buen protocolo 

			no tiene edad”.

			2.1.	Concepción jurídica del protocolo

			La concepción jurídica del protocolo relativo a la Administración de Justicia como clase del protocolo oficial que rige en España ha de ser estudiado, siendo objeto de análisis la normativa jurídica, general y especial, que regula dicha materia. Otras concepciones también son posibles y no son menos importantes (por ejemplo, la visión del protocolo de la escuela comunicológica o de la escuela publirrelacionista), y dado el carácter interdisciplinar del protocolo no hay incompatibilidad entre dichos enfoques sino más bien una cierta complementariedad, según expone SÁNCHEZ GONZÁLEZ, debiéndose abordar el concepto desde una vertiente jurídica, pero sin obviar otras aproximaciones1. Por ello, la juridicidad del protocolo y la aproximación al mismo desde la norma jurídica, no implica que se desconozca el valor intrínseco comunicacional de un acto judicial solemne como protocolo oficial del Estado y como clase del mismo el de la Administración de Justicia, pero una aproximación jurídica es necesaria toda vez que existe una normativa sobre protocolo y ceremonial que puede ser analizada como se hace con la legislación relativa a otras materias2.

			2.2. Fuentes del derecho protocolario

			“La mente es como un paracaídas: 

			solo funciona si se abre” 

			(Albert Einstein)

			Como diría GASCÓN y MARÍN “las fuentes son los manantiales de los que brota el derecho”. En general, las fuentes del derecho objetivo son hechos y formas mediante los que una sociedad constituida establece y exterioriza la norma jurídica como derecho positivo obligatorio. La regulación de las fuentes se hace en el Código Civil3 pero la doctrina estima que es una materia más propia del derecho constitucional (BALAGUER CALLEJON, 2017: 21) por tener la Constitución un carácter normativo y ser la primera norma del ordenamiento. En este sentido, se puede afirmar que la primera norma de “derecho protocolario” es la propia Constitución con los valores que proclama, que estaría en la cúspide normativa, quedando sujetos los ciudadanos y poderes públicos, en primer lugar, a la misma, así como al resto del ordenamiento jurídico4. La prevalencia de la norma constitucional en materia protocolaria viene determinada por el tipo de régimen político que se postula en la misma y que se proyecta en las normas protocolarias promulgadas. Así, en el Preámbulo del Real Decreto 2099/1983 se justifica su promulgación por la implantación del nuevo régimen constitucional5. SÁNCHEZ-BAYON, A, FUENTE, P, RODRIGUEZ, V.M6 recalcan la simbiosis entre el Derecho Constitucional y el Protocolo, afirmando que es una cuestión que en la actualidad, y con las crisis traídas consigo por la globalización, hacen evidente la rehabilitación del matrimonio de conveniencia que constituye el Derecho Constitucional Protocolario.

			Este derecho protocolario permite mejorar y fortalecer ambas áreas del conocimiento y práctica profesional y, por un lado, se supera -según dichos autores-, la errónea percepción del protocolo como regulación dispositiva o soft law, de carácter ornamental; y por otro, se logra una corrección de la difusa interpretación que de la Constitución se viene acometiendo, pues el protocolo afianza y enaltece la percepción y gestión de las reglas y figuras reconocidas en la Constitución para nuestro orden social. Y en relación al campo que nos ocupa, la proyección protocolaria en materia de justicia parte de la base de la concepción que la Justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del poder judicial que están sometidos únicamente al imperio de la ley7.

			En esta línea, los actos desarrollados en el ámbito del poder judicial deberán ser acordes con la representación de los valores de independencia, justicia e igualdad en la defensa de los derechos de los ciudadanos y en el cumplimiento y salvaguarda de la Ley. Por debajo de norma constitucional y acorde con la misma, está la ley, en sus distintas manifestaciones, fruto de la potestad legislativa de las Cortes Generales8 y, dentro de su ámbito competencial, la potestad legislativa de las Comunidades Autónomas9 por un lado, y por otro, la potestad reglamentaria que ostenta el Gobierno de acuerdo con la Constitución y las leyes10 y otros órganos con una serie de normativa de menor rango que siempre debe supeditarse a la ley. Y excede con mucho, a los fines de estudiar el protocolo de la Administración de Justicia, analizar esta normativa y sólo se hará referencia a la misma en los aspectos que sea adecuado a la materia protocolaria. Sin embargo, hay que resaltar que la norma jurídica, como mandato relativo a la conducta social del individuo, tiene unas características propias como son:

			–Obligatoriedad: se discute si la coacción es o no esencial del Derecho (pero más que una coacción se determina la necesidad de que exista una sanción al incumplimiento de la norma) porque no se concibe el derecho sin la idea de obligatoriedad y sanción.

			–Generalidad: supone que la norma se dirige a destinatarios indeterminados y a una serie indefinida de casos.

			Ahora bien, el mundo jurídico contempla diferentes sistemas normativos y diferentes grados de coerción.

			2.3.	Consecuencias jurídicas

			Nunca subas la voz cuando discutas. 

			Mejora tu argumento.

			La norma protocolaria y el protocolo en general, se cumplirá o no se cumplirá, con las consecuencias legalmente previstas, pero no “se saltará”, expresión que puede ser simpática, pero es incorrecta. En efecto, la expresión “saltarse el protocolo” implica que, normalmente, la autoridad no sigue una predeterminada forma de actuar, dando muestras de una flexibilidad que tampoco suele afectar significativamente al desarrollo o validez del acto y a la producción de sus efectos. Es obvio, que no habrá una sanción por separarse un momento del estricto cumplimiento de la norma protocolaria, ni hay que hacer de determinadas actitudes una cuestión fundamental que pueda afectar a la validez del acto. La norma protocolaria es coercitivamente exigible como norma jurídica, pero hay diferentes tipos de normas que modulan ese carácter coercible y, también, en otros campos del derecho existen igualmente, normas que si no se cumplen no acarrean una sanción, o su consecuencia es una sanción atenuada. De todas las clases de normas, según la teoría general del derecho, se distingue entre una norma perfecta (dotada de sanción en caso de incumplimiento), pluscuamperfecta (se impone sanción y, a la vez, una pena), imperfecta (desprovista de sanción) o menos que perfecta (dotada de una sanción inadecuada). Y la norma protocolaria, según la doctrina, es una norma imperfecta11. Los reglamentos de protocolo, como reglamentos administrativos que son, carecen de elementos coactivos que obliguen a su cumplimiento, encuadrándose en las llamadas normas sin sanción12.

			2.4.	La costumbre, los principios generales del derecho y la tradición

			“La tradición es esa voz desconocida que no 

			pertenece a nadie y que surge de los pueblos 

			y de los siglos”

			 (Chateaubriand)

			Siendo la ley, actualmente, la principal norma (y por supuesto, su desarrollo reglamentario), no hay que dejar de reseñar la costumbre como fuente del derecho. Las tradiciones y costumbres se aplican en materia protocolaria y, en especial, en el Protocolo en la Administración de Justicia, según el Reglamento 2/200513. La costumbre es la forma espontánea y popular de la creación del derecho según una definición tomada de la teoría general del derecho y tiene dos elementos:

			–Elemento interno: la convicción jurídica de la necesidad de la norma y su obligatoriedad (la llamada opinio iuris et necessitatis o idea que tiene una fuerza jurídica).

			–Elemento externo: el uso externo que debe ser repetido, uniforme, general y duradero.

			Diferentes son los “usos sociales” que tienen otra naturaleza y su alcance es diferente a la costumbre (esta fuente del derecho en defecto de ley), aunque no se puede negar que, por ejemplo, el hecho de no saludar puede tener consecuencias no menos importantes, en las relaciones personales y en ciertos ámbitos sociales o profesionales. También son fuente del derecho y se deben aplicar al protocolo los “principios generales del derecho” en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico14. Estos principios son soportes básicos y estructurales de ordenamiento jurídico, ya que trascienden al derecho concreto, completan y complementan y dan sentido a una pluralidad de ellos, estando basados en fórmulas técnico-jurídicas y no en simples criterios morales que presiden la aplicación del protocolo en general o en apartados concretos del mismo. Por ejemplo, el principio de igualdad jurídica de todos los Estados en que se basa el protocolo diplomático (PANIZO ALONSO, 2018: 110).

			Por su parte, entendida como un resplandor proyectado desde el pasado que ilumina el futuro, la “tradición” abre siempre un amplio espacio para aplicar el derecho. Un lento proceso histórico de decantación precipita un poso de costumbres y reflexiones morales que nos coloca frente a nuestro pasado; que nos conecta con las raíces y nos transmite un conjunto de reglas comunes de convivencia, inmutables y dinámicas al mismo tiempo. Y respecto a la “tradición” inveterada del lugar merece un comentario aparte. Se podría incluir en la costumbre, dentro de lo que sería una costumbre local, pero la palabra tradición tiene un alcance más amplio. Así es reconocida en diferentes derechos forales y especiales que hay en España (por ejemplo, se acude, como forma de interpretación e integración a la tradición jurídica catalana, o se recoge en los principios del derecho aragonés, y se habla de la tradición jurídica gallega). Terminológicamente, el término tradición en el diccionario RAE15 tiene diferentes acepciones y, por lo que aquí nos interesa, cabe decir que es la noticia de un hecho antiguo transmitida por tradición y la doctrina, conservada en un pueblo por transmisión de padres a hijos. La aplicación de dicho término a la materia protocolaria implicará que cuando en relación a determinados actos oficiales hubiera asignación o reserva a favor de determinados entes o personalidades, por esa tradición inveterada del lugar, se respetará la misma decayendo la norma general de precedencias16. Es decir, esa transmisión, hecha de generación en generación, de un hecho antiguo de doctrina, costumbre, etc., conservada en un pueblo por transmisión de padres a hijos, relativa a una persona, ente o personalidad de colocarla, en un acto, en determinado lugar, es fuente para aplicar la tradición y no una norma como el real decreto de precedencias. El término inveterado no deja de ser redundante ya que hace referencia a lo antiguo o arraigado.

			Aunque siempre se podrá argumentar que la norma posterior deroga esa tradición o que la norma jurídica que es el real decreto se aplica por entender que deroga de alguna manera la tradición. Sin embargo, la característica de que “tiene que ser del lugar” puede entenderse que es norma especial que deroga la general del real decreto. Y hay autores que estiman que son normas subsidiarias al real decreto, las tradiciones y usos locales, citando los arts. 2, 5 y 6 del mismo (VILARRUBIAS, 2004:139). Un ejemplo, se encuentra en la apertura del año judicial: si en dicha ceremonia también participan el Presidente del Gobierno y los titulares de las dos Cámaras Legislativas —Congreso y Senado— ocuparán un puesto de honor en otro estrado, pero no gozarán de ubicación en la presidencia, en virtud de una tradición centenaria implantada cuando se empezó a aplicar la Ley provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870 (FEIJOO, 2010:236).

			2.5.	Soft law

			“Tus gestos hablan tan alto, 

			que no soy capaz de escuchar 

			tus palabras”

			(Charls Rou)

			El soft law (derecho blando) opera en diversas ramas del ordenamiento jurídico y tiene cierta relevancia en materia protocolaria. No es fácil definir el “soft law” pero, en cambio, sí identificar manifestaciones del mismo. Se trata de conductas o actos jurídicos de diferente naturaleza o grado de obligatoriedad. Se incluyen normalmente reglas deontológicas y organizativas de determinadas profesiones o actividades y se plasma, principalmente, a través de resoluciones, códigos de conducta, códigos deontológicos, normas técnicas, guías técnicas, buenas prácticas, protocolos, instrucciones, circulares, acuerdos, manuales de procedimiento, carta de servicios, etc. Un ejemplo de este tipo de normativa, fue el Código de Buen Gobierno de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración General del Estado. Se habla en pasado ya que la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, derogó el mismo17.

			Es un ejemplo de cómo una norma del tipo soft law cumple una función de avanzadilla con un objetivo futuro de promulgar una disposición ya más formal, con el rango legal o reglamentario necesario y con los requisitos formales y materiales propios de la norma, o bien, visto su fracaso o poca aceptación, derogarse o dejarse de aplicar. Pues bien, el derogado Código de conducta contenía esta disposición, como principio de conducta: “El tratamiento oficial de carácter protocolario de los miembros del Gobierno y de los altos cargos será el de señor/señora, seguido de la denominación del cargo, empleo o rango correspondiente”. Así, el tratamiento de “señor/señora” es evidente que, al menos para ciertos altos cargos, con un tratamiento protocolario “ad hoc” de más relevancia, suponía una uniformización devaluada de su tratamiento (frente al excelentísimo o ilustrísimo a que eran acreedores), a pesar de que en el Acuerdo de aprobación del Código se indica que “... los valores de referencia no suponen un repertorio de principios éticos sin trascendencia jurídica alguna” lo que lleva a preguntar, si no tiene trascendencia alguna, para qué se dicta el Código, ya que alguna razón de ser debía haber para estimar que con el “señor/señora” más el cargo o empleo, era suficiente tratamiento. El tratamiento de “señor/señora” generó múltiples situaciones, cuando menos curiosas, como el hecho de que el Presidente del Congreso y la Alcaldesa de Madrid fueran excelentísimo y excelentísima y no lo fuera el Presidente del Gobierno quien era presentado con un simple “Sr. Presidente”, con lo que en la práctica no solía aplicarse (SÁNCHEZ GONZÁLEZ, 2017:71).

			En la norma que deroga el Código de Buen Gobierno (ésta de rango de ley frente a la aprobación por Orden ministerial del mismo), no se encuentran referencias en materia de tratamientos, lo que conlleva que se vuelva a los tratamientos propios de cada alto cargo. Los años de vigencia del Código supusieron un tratamiento de señor/señora, volviéndose al tratamiento que correspondiera sin que, a nivel protocolario, haya supuesto especial problema. Este tipo de normas (como el Código de Buen Gobierno), tienen por su rango normativo la peculiaridad de ser flexibles ya que se pueden dejar de aplicar o derogarse sin más y el tratamiento de “señor/señora” no fue, sino que una recomendación de uso interno en la administración del Estado. Y no se aplicó a otras administraciones, entre ellas, por ejemplo, en la Administración de Justicia.

			2.6.	Norma jurídica específica, ámbito de aplicación y normas generales supletorias

			“El hombre no es más que lo que 

			la educación hace de él” 

			 (Kant)

			Señala MESA GÖBEL18 que en la Ley sobre la Organización del Poder Judicial de 1870 a lo largo de todo su articulado se establecían disposiciones que regulaban aspectos relacionados con el protocolo y ceremonial (por ejemplo, se regulaban aspectos relacionados con el nombramiento, juramento, antigüedad, tratamiento, precedencia, distintivos, etc.), así, que no es una novedad que, también, en la actual Ley Orgánica del Poder Judicial19 se contengan preceptos propios de esta materia, pudiéndose afirmar que la misma, partiendo de la Constitución de 1978 como norma jurídica y primera norma jurídica de nuestro ordenamiento, es una norma protocolaria (como ejemplo, el art. 181 LOPJ, regula el principal acto solemne judicial, el acto de apertura de Tribunales, y, a lo largo de su articulado hay normas relativas a tratamientos, nombramiento, juramento, etc.).
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